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Esta integracién en la red piblica, ademis, se
Jjustificaba tamblén -al menos, asi lo hace la exposicién de
motivos de esta Ley- en la existencia de un déficit de
ascuelas piblicas, de modo que la incorporacién de estos
centros viene a suplir la necesidad de crear nuevos centros

piblicos,

A la vista de estos antecedentes, es comprensible que
la Lley exija, para que pueda prosperar el expediente de
integracién, el acuerdo de la escuela -maestros y padres-, mAs

el del ayuntamiento y el de la Generalidad (174).

La necesidad de acuerdo municipal -que se requiere
también, en este casp de todos los ayuntamientos afectados,
para establecer la lista y prioridades de los centros a
integrar a la red pdblica en el marco de esta Ley (articulo

4)~ se justifica plenamente 1 tenemos en cuenta que “los

(1174> Articulo 2: "1. La incorporacion de un centro docente
privada a la red de centros docentes pablicos se lleva a cabo
siguiendo dos fases, consistentes en: a) El acuerdo y el
compromiso de integraciéon entre el Departamento de enseflanza,
el ayuntamiento y el centro docente interesado (con el acuerdo
previo, en este mismo sentido, del profesorado y de los padres
de los alumnoz ...". Asimismo, el articulo 5 establece que "el
compromisn de integracién de un centro docente a la red de
centros docentes piblicos se materializa en un convenia
individualizado, que es aprobado por Decreto del Consejo
ejecutivo. Son partes firmantes del mismo el Departamento de
enseflanza, el ayuntamiento del término municipal en el que
radica el centro y el titular del centro, el cual ha de contar
previamente con el acuerdo del profesorade y de los padres de

alumnos ...".
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ayuntamientoe han de asumir hacia estos centros docentes
responsabilidades y competencias similares a las que tienen

respecto a los centros docentes paiblicos" (articule 6.1.g).

De este modo, el ayuntamliento deberd asumir, si es el
caso, la compra del solar —-o la parte de coste correspondiente
al mismo- (articulo 7>, y el Departamento de ensefianza cedira,
cuando la obtenga, la propiedad del edificio al ayuntamiento,
para que éste asuma, i no lo ha hecho ya, sus obligaciones de

mantenimliento del mismo (articulo 9).

En definitiva, se trata de adaptar las obligaciones que
ordinariamente asumen los ayuntamientos en relacién con los
centros pablicos, a un proceso de publificacion de centros de
caracterigticas especiales; sin embargo, sustancialmente, el
trato que reciben los ayuntamientos es exactamente el mismo
que el que les depara la normativa general en materia de

centros piablicos de enseflanza general basica.

La Ley de consejos escolares, de 10 de diciembre de
1.985, responde a la necesidad que tiene la Generalidad de
“garantizar, en el Ambito no universitario, el ejercicilo
efectivo del derecho a la educacién mediante la programacién
general de la ensefianza, la creacién de centros escolares y la
ordenacion educativa" y de "asegurar la participacién de todos

los sectores afectados" (articulo 1.1).

Para ello, eata Ley crea una egtructura de
participacién de los sectores afectados en la administracién
educativa, que consta de tres niveles: el Consejo escolar de
Catalufia, los consejos terr;toriales y los consejos escolares
municipales. Habida cuenta .del interés que ostenta la
administracién local en relacién con la educacién, veamos
hasta qué punto estd adecuadamente representada en los citados

niveles de participacién.
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El Consejo escolar de Catalufia es definido comn ‘el
organismo superior de consulta y de participacién de los
gectores afectados en la programacién general de la ensefanza
no universitaria en el ambito de la Generalidad" (articulo 3),
En calidad de tal, ha de ser preceptivamente consultado ante
la adopcién de practicamente cualquier tipo de disposicién

general por parte de la Generalidad.

Forman parte del Consejo escolar de Catalufia un total
de seis representantes de la administracién local, propuestos

por las entidades asoclativas de municipios (articulo 4.1.k).

Por su parte, los consejos esodlares territoriales son
calificados por el articulo 10 de “"organismos de consulta y
participacién de los sectores afectados en la programacién
general de la ensefianza no universitaria“, en el Aambito
territorial de que se trate. En principio, este A&mbito
territorial ha de ser el mismo en que se estructuren los
servicios de enseflanza de la Generalidad, =1 bien el propio
articulo 10 establece que deberd determinarse de acuerdo con

la Ley que regule la ordenacién del territorio (175).

Estos consejos han de ser consultados preceptivamente
acerca de diversos aspectos de la programacién y de los

servicios educativos de su ambito territorial, y en su

(175) ©Supongo que el legislador quiere referirse a la
“organizacién" y no a la "ordenaclén" del territorio, pues
ésta ya estéd regulada en la Ley de politica territorial. En
todo caso, hay que sefialar que los émbitos territoriales en
que se estruturan los éervicios de enseflanza atienden
bazicamente a criterios demograficos, de modo que distan mucho
de parecerse a la organizacién territorial establecida por las

leyes de 1.987,
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composicién se garantiza la presencia de representantes

municipales (articulo 11.1.4d).

En cuanto a los consejos escolares municipales, son
definidos como "los organismos de consulta y de participacién
de los sectores afectados en la programacién de la enseflanza
no universitaria en el Ambito municipal®, y deben constituirse
en todos los municipios que tengan una escuela de Educacién

general basica (articulo 147,

Son presididos por el alcalde -o persona en quien éste
delegue- (articulo 15) y han de ser consultados por la
administracién educativa ante la adopclién de diverso tipo de
medidas que afecten los servicios locales de educacién
(articulo 17). Se reconoce a los ayuntamientos una clerta
capacidad para regular su funcionamiento, si bien de acuerdo
con los criterios que establezca la administracién de la
Generalidad (176).

En definitiva, se trata de una Ley razonablemente

respetuosa con el papel que juegan los ayuntamientos en

[l

(178) Articulo 16 de 1la Ley de comnsejos escolares: "1, El
Consejo ejecutivo ha de establecer las Dbases sobre la
organizacién y el funcionamiento de los consejos escolares
municipales, atendiendo las peculiaridades educativas de los
municipios, en funcién de su situacidn geografica y de sus
circunstancias demogréficas. Cada municipio ha de desarrollar
por reglamento estas bases. 2. Sin perjuicio de lo que dispone
el apartado anterior, los municipios pueden proponer férmulas
especificas de Drganizacian .y de funcionamiento de los
consejos escolares respectivos, teniendo en cuenta, en todos
los cazos, las normas establecidas por esta Ley. Corresponde

al Consejo ejecutivo aprobar estas propuestas”.
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relacién con los servicios educativos. Por otra parte, es de
destacar que esta Ley, al referirse a la administracién local,
habla siempre de municipios, con lo que no sirve para dar
satisfaccién a la representacién de los consejos comarcales,
cuyo interés en relacién con la ensefianza es afirmado por la

Ley sobre la organizacién comarcal, como nos consta.
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12.- HOTA FIFAL

Analizada 1la diversa legislacién sectorial promulgada
por la Generalidad en materias en relacion con las cuales
municipios o comarcas han de ostentar, segin la legislacién de
régimen local, algiéin nivel de competencia, pueden avanzarse

algunas conclusiones de caricter general.

En primer lugar, hemos podido constatar que la mayoria
de leyes analizadas -pero no todas- prevén efectivamente algun
género de competencia o intervencién local en la gestion de
las materlias que regulan. Resulta, pues, gque la legislacién
sectorial, al menos aparentemente, responde positivamente al
mandato que le hace el legislador de régimen local, en los
articulps 25.2 y 63.2 de la Ley reguladora de las bases del
régimen local y de la Ley municipal y de régimen local de
Catalufia, respectivamente, y 25 de la Ley sobre Ila

organizacién comarcal de Catalufia. Pero ello es s6lo aparente.

En realidad, en muchos casos la legislacion sectorial
nada aflade a lo previsto, en relacién con las competencias
locales, por la legislacién de régimen local, con lo cual
resulta incumplida la previsién de esta Gltima de que cean las
leyes sectoriales las que determinen las competencias locales

en los sectores de actividad que regulan.

En muchas ocasiones, lo que bhacen estas leyes
sectoriales es reconocer la existencia, en base a la
legislacién de régimen local, de genéricas competencias
locales, remitiéndose de nuevo a aquélla legislacién ~ao, en

general, a cualquier legislacién—- para la concrecién de las

mismas.




En ocasiones, la ambigiedad del legislador sectorial
incluso es mayor que la de la legislacién de regimen local, y
se refiere a la existencia de competencias de las "entidades
locales", sin precisar si se trata de competencias
municipales, comarcales, provinciales o de cualquler otro tipo

de entidad local que existiere.

Esta remisién tan ambigua nada nos aporta, logicamente,
para determinar competencias locales, pues debemos acudir de
nuevo a la legislaclién de régimen local para poder precisar,
en base a ésta, =1 la genérica remislén a favor de las
entidades locales que hace el legislador sectorial lo es en
realidad a favor de los municipios o de las comarcas, que son
las entidades en relacidén con las cuales las leyes respectivas

les definen un listado de materias de su interés.

De hecho, lo gque sucede en la mayoria de ocasiones es
que el legislador sectorial se ve obligado -ya sea porque se
limita a recoger una realidad administrativa en la que esta
presente una clerta actividad local, ya sea porque asi lo
requiere la legislacién basica de régimen local-, a reconocer
que las entidades locales deben tener una clerta intervencién

en el sector que se trata de regular.

Ahora Dbilen, como que el objetivo principal del
legislador sectorial es regular los aspectos sustantivos de la
materia sobre la ‘que legisla ¥y las atribuciones del
departamento de la Generalidad de que se trate, no dedica

excesiva atencién a la regulacién de las competencias locales.

Egte fenomeno también explica la gran heterogeneldad de
férmulas que se emplean en la legislacién sectorial a la hora
de regular, directa o indirectamente, el papel de los entes
locales, que hace que nos encontremos, segin sea la
sensibilidad del Departamento promotor de la Ley o la

conyuntura durante la cual ésta se promulga, con leyes
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absolutamente generosas para las competencias locales, con

otras igual de cicateras,

Hasta ahora me he referido a problemas de imprecisién
de la legislacion sgectorial a la hora de regular las
competencias locales. También hay problemas de franca
vulneracién de 1la legislacién de régimen local, ya sea
sustrayendo a favor de la administracién de la Generalidad
competencias que deberian ser locales, ya sea preveyendo
mecanismos de control o coordinacién de la actividad local,
incompatibles con los requisitos minimos de autonomia local
garantizados por la leglslacién basica, No ez que estos
problemas estén generalizados, pero se manifiestan en algunas

de las leyes estudiadas.

De todas formas, lo mis grave no creo que sea la
existencia de estos problemss de incumplimiento de las
previsiones y requisitos de la legislaciéon de régimen local
por parte de la legislacién sectorial de la Generalidad, sino
el hecho que no existen o no funclionan como debleran los
mecanismos Jurisdiccionales necesarios para corregir estas

situaciones de presunta inconstitucionalidad de algunas leyes.

Al tratarse de posibles vicios de inconstituclionalidad
que sélo importan a las entidades locales, y al no estar éstas
legitimadas para acudir ante el Tribunal Constitucional,
resulta que en la practica las garantias de la legislacién
basica, en orden a la integridad competenclal y a la autonomia
local, también en relacién con la legislacién autonémica de

carécter sectorial, sélo funcionan parcialmente.

Por otra parte, es vtanta la inconsecuencia del
legislador sectorial para con las previsiones de las proplas
leyes de régimen local, que en general es muy poco lo que
contribuye a hacer realidad los principalez objetivos de la

legislacién de régimen local y organizacién territorial de




Catalufia, es decir, 1llenar de contenido a los consejos

comarcales y vaclar a las diputaciones provinclales.

Los consejos comarcales son, en general, los grandes
ausentes de la legislacién sectorial analizada, incluso de la
promulgada con posterioridad a mayo de 1.987. S6lc en contadas
ocasiones nos encontramns con una especifica atribucién de
competencias comarcales, siendo mAs los casos en que, pudiendb
definir competencias comarcales, el legislador sectorial no lo

hace,

Algo parecido sucede con las diputaciones. Segin la
legislacién de régimen local y organizacién territorial de
Catalufia promulgada en 1.987, las leyes sectoriales irian
vaciando de competencias estas entidades, hasta reducirlas al
minimo imprescindible garantizado por la legislacién basica.
Sélo la Ley del deporte y, reclentemente, las de sanidad y

nuseos, asumen esta finalidad.

Los problemas sefialados en los parrafos anteriores
aevidencian que el esistema de remision al legislador sectorial
para que sea éste el que determine las competencias locales,
en realidad presenta graves inconvenlentes, incumpliéndose
parte significativa de las previsiones generales de las leyes
de régimen local. No creo que estos defectos deban llevarnos a
prescindir del proplo sistema, pues, como ya hemos visto en su
momento, es el que imponen el marco constituclional vigente y

la realidad de las cosas,

Ahora biemn, si que conviene introducir mecanismos que
permitan corregir los defectos sefilalados. En este sentido, hay
que seflalar que si bien nada hay que objetar a la remisién que
hace el legislador de régimen local para que sea la ley
sectorial la que determine las competencias locales, lo que
tampoco deberia hacer aquél es desentenderse del proceso, ¥y

dejar que sea en el marco de un debate en el que a nadie
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interesa la problemdtica de la administracién territorial y
local, donde se definan las competencias locales y el papel

real a asumir por municipios, comarcas y provincias,

Probablemente podria contribuir a resolver estos
defectos la introduccién de un tramite parlamentario de
informe, a cargo de la Comisién que entiende los asuntos
relacionados con el régimen local, de los proyectos de leyes
sectoriales, sobre aquellos de sus aspectos que afecten

competencias locales,

Sea como fuere, no creo que la defensa de la integridad
de las competencias lpcales, habida cuenta del amplio margen
de discrecionalidad que, para definirlas, tiene el FParlamento,
pase por los mecaniemos de control de la constitucionalidad,
cuyn acceso, ademés, estd virtualmente vedado a los intereses

locales.

En todo caso, la articulacién arménica de un sistema de
competencias locales coherentes con la legislacién reguladora
del régimen local, puede ser fruto de un legislador mas
motivado, sensibilizado y conocedor de la problematica de la
administracién local, que lo que lo suele estar el legislador

sectorial de turno,

A e A



CONCLUSIORES
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DE LA PRIMERA PARTE

PRIMERA: El mndelo de administracién local que se define
en 1la primera etapa del constitucionalismo
espafiol (1.812-1.813 ¥ 1.820-1.823)

En la articulacién de 1a instituclén del municipio
constitucional en Espafia, 2 partir de principios del siglo
¥1¥, Jjuega un papel decigivo l1a influencia que en este campo
tuvieron las ideas § 1os modelos institucionales surgidos de

la Revolucion francesa.

pero el municipio constitucional egpafiol es tributario
de otras influenclas, entre las que destaca el posO dejado por
su evoluclén histérica {nmediata, en las Gltimas etapas de la

monarquia absoluta.

Tanto por la via de la penetraoién en Espafia de las
ideas de la Revolucién francess, como por la de la recepclén
de la herencia hisgtérica, unad corriente doctrinal de granl
ipfluencia en npuestro régimen municipal ceria la del
fisiocratismo, inspiradora del modelo municipal de la
Revolucién francesa y de parte importante de la labor de 108

llustrados de las 4ltimas etapas del antiguo régimen espafiol.

Hay, =in embargo, dilversas circunstancias dque provocan
que el modelo de municipio de la primera etapa del
constitucionalismo espafiol tenga mucha  WARYOT entidad
ipstitucional ¥ politica que ia que €s propia de 1a nocién de

" pouvolr municipal® de raiz fisiocratica.
por una parte, e] mantenimiento en 1a etapa

constitucional de instituciones del régimen local del antiguo

régimen S€ traduce, entre otroe aspectos, €D una clerta
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continuidad de las funciones a asumlr por el ayuntamiento pre
y post constitucional, incluyendo entre las mismas las
desarrolladas por el alcalde, con la diferencia fundamenal de
que si bien durante el antiguo régimen este cargo es de
obediencia real, con las Cortes de CaAdiz pasa a tener
naturaleza de electo local, con el consigulente incremento de

poder que de ello se deriva para el ambito municipal.

Por otra parte, hay que tener en cuenta que en Espafia
la primera normativa constitucional sobre régimen local es
realizada por unas Cortes en las que son sentimientos
dominantes el reformismo liberalizante y la exaltacién
patridtica de lo autéctono. Ademas, el protagonismo popular de
ese mnomento histérico da fuerza a los planteamlentos mhs o

menos descentralilzadores,

Habida cuenta de estas influencias, nos encontramos con
que la Constitucién de CAdiz define, si sumamos competencias
del alcalde y del ayuntamiento -lo cual es perfectamente
posible, pues uno y otro tienen origen electivo local-, un
conslderable Ambito de atribuciones municipales, muchas de
ellas de indudable interés estatal. Tal vez por ello, los
ayuntamientos estén estrechamente vinculados al, y tutelados
por el, Estado, a través de la diputacién provincial, gozando

de este modo de la plena consideracién estatal.

En consecuencia, mientras que el modelo municipal que
se desarrolla en Francia, a partir de la nocién de "pouvoir
municipal®, se caracteriza por una consideracién del municipio
como algo opuesto al Estado, y al que se le reconoce un ambito
reducido de cometidos de indole doméstica, pero que puede
gestionar con autonomia, en el modelo espafiol de municipio
constitucional no se da esﬁa drastica separacién entre
municipio y Estado, primando el caracter piablico de la

instituciéen municipal, y, en este sentido, sus funciones no

son sb6lo domésticas, sino que comprenden competencilas de




indole claramente estatal, que justifican que en su ejercicio
los ayuntamientos no gocen de autonomia, sino que estén mas o

menos tutelados por el Estado.

La Instruccién para el goblerno econémico-politico de
las provincias, de 1.813, no haria sino que acentuar esgte
caracter de parte integrante del Estado que +tienen los
municipios, lo que les hace aptos para que aquél les
encomiende parte importante de sus cometidos, al tlempo que
desarrolla los mecanismos de control sobre el ejerciclio de los

mismos,

La Instruccign para el goblerno econémico-politico de
lag provinclas de 1.923 todavia pone mhs de relleve este
procesa, de modo que nos encontramos con  una creclente
implicacién de los ayuntamlientos en la realizaclén de los
fines del Estado, si bien ello es menos a titulo de
competencias municipales, que de obligaciones que les son
impuestas, y en cuya ejecuciéon los ayuntamlentos estan
subordinados a las autoridades provinclales o estatales. la
falta de una burocracia estatal estd seguramente en la base de
esta utilizacién de los entes locales para la gestién de fines

ectatales.

También se evidencia en esta  Instruccién un
potenciamiento de la figura del alcalde, a favor del cual se
define un nicleo importante de atribuciones, separadas de las
del ayuntamiento. Este proceso, en la medida que el alcalde
sea un cargo electo, nos permite sumar competenias del alcalde
y del ayuntamiento para determinar las municipales. Cuando el
nombramiento del alcalde dependa del Gobierno, lo que sucedera
en buena parte de la legislacién posterior, habremos de

entender sustraidas del ambito municipal sus atribuciones.

Un tema que serad objeto de intenso debate politico

durante la segunda mitad del siglo XVIII y primer tercio del
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XIX es la divisién provincial. Fruto de este debate es la
divisién provincial de 1.833.

Se trata de una divisién que sélo parclalmente rompe
con la de los antiguos reinos, de modo que las provincias
resultantes reunen elementos de coherencia soclal y tradicién
histérica, lo que bhace que tengan una mayor idoneidad que los
departamentos franceses para asumir funciones representativas,

propias de una administracién local.

De ahi que en Espafia el proceso de sustantivaclién de la
diputacién como ente local emplece tempranamente. En la
Instruccién de 1,823 ya es posible hablar de la diputacién
como corporacién local, con su representatividad y sus
intereses, que son basicamente los municipales de su ambito,

cuya tutela corresponde a la diputacién.

La institucionalizacibdn de la proviacia como ente local
y su identidad de intereses con los municiplos contribuye a
consolidar el caracter enteramente legal y estatal de la
administracién local espafiola, al tiempo que amplia su dmbito

de atribuclones.

SEGUNDA: Bl modelo de administraciéen local de los
mnderados (1.835-1.868)

Tras la reacclén absolutista del periodo 1.823-33,
emplezan a asumir paulatinamente el poder politico los
liberales moderados, muchos de ellos formados en el exilio
francés o inglés, y que viehen a representar, en general, los
intereses econdémicos de la burguesia, que necesita orden,

seguridad y un estado fuerte para proteger el desarrollo

econémico.




Con estas coordenadas, la legislacién moderada sobre
ayuntamientas y diputacliones, que tiene una primera
manifestacién en 1.835, es de orientacién resueltemente

centralista.

El alcalde pierde su carécter electivo, pasando a ser
nombrado por el Goblerno, y asume el grueso de las
competencias locales, incluido el control sobre la actividad
del ayuntamiento. Por su parte, las diputaciones devienen
simples cuerpos consultivos, totalmente controlados por el
gobernador, que también ostenta potestades de control sobre

los ayuntamientos.

En cuanto a las competencias municipales, la
legislacién moderada pone especial empefio en determinar sus
obligaciones, es decir, su aportaclén avlos fines del Estado,
vedandose en todo caso a los ayuntamientos cualquier actividad

de naturaleza politica.

Nos encontramos, pues, ante un modelo muy distinto de
administracién local del disefiado durante la primera etapa de
nuestro régimen constitucional., Sin embargo, tanto entonces
como ahora las actividades a desarrollar en el nivel local son
parecidas. Lo que cambia no son 1los cometidos de la
administracién local, sino el titular de los mismos (alcalde o
ayuntamiento) y los mecanismos de control que se reserva el
Gobierno o, 1o que viene a ser lo mismo, el grado de

representatividad del nivel local de administracién piblica.

Es decir, las opcilones centralizadoras o
descentralizadoras se expresan no tanto en disminuir o
acrecentar los cometidos de lps entes locales, sino en incidir
mAs © menos en la selecclén y en el control de los
responsables de los mismos. De ahi que las competencias

locales puedan ser muy similares entre regimenes de
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orientacisén muy distinta en lo gue al debate

centralizacién/descentralizacién se refilere.

Este modelo centralista de administracién local, propio
del liberalismo doctrinario, se va perfilando, manteniendo las
caracteristicas generales seflaladas, en los proyectos de Ley
promovidos por los gobiernos moderados en 1.838 y 1.839, y

estd claramente presente en la Ley municipal de 1.840.

Para esta Ley, la mayoria de asuntoz en los que pueden
intervenir los ayuntamientos, o bien se trata de obligaciones
que les son impuestas, o se trata de un nivel de intervencion
que se limita a la simple deliberacién. En cualquier caso, la
mayoria de las veces la ejecucién de los acuerdos municipales
depende del jefe politico, y slempre del alcalde. Ademas,
todos los acuerdos municipales son recurribles ante el jefe

politico.

AdemAs, la Ley municipal de 1.840 insiste en prohibir a
los ayuntamientos que deliberen sobre materias al margen de
sus atribuclones concretas, y menos sl se trata de asuntos
politicos. La legislacién moderada somete a los ayuntamientos
a una doble limitacién: sélo pueden tratar asuntos domésticos
y, atn en este caso, s6lo pueden actuar a través y bajo el
control de agentes nombrados por el Goblerno (gobernadores y

alcaldes).

Con la legislacién moderada cobra pena vigencila, de
este modo, en Espafla la idea de municipio propia de la nocién
francesa de “"pouvoir municipal", en el sentido de limitar sus
cometidos a lo estrictamente doméético -perc no en el de
reconocer una minima autonoﬁia‘en su ejercicio-, encomendando
las funciones de carécter politico a ejercer a nivel local a
un agente estatal, como es el alcalde. Este modelo, recogido
también por la Ley de 1,845, serad vigente, con la breve
interupcién del bienio progresista, hasta 1.868.



En cuanto a las diputacliones provianciales, la
legislacién monderada de 1,845 mantiene, en clerto modo, el
proceso sustantivizador de las mismas como entidades locales,

iniciado con la Instruccién de 1.823.

Sin embargo, =5 bhien cCOongervan Su caracter
moderadamente representativo, lo que si pierden es toda
capaclidad decisoria y ejecutiva, que es asumida par el Jefe
politico, presidente nato de la diputacién. Pilerden también,
en favor del Jefe politico, sus funciones de apoyo y control
de los ayuntamientos, que les atribuia la legislacién de la
primera etapa del constitucionalismo, al tiempo que se acentia
sy funclén de costear servicios abligatorios, de interés

general.

La Drientacién netamente centralista que tilene la
legislaclén de régimen local moderada estd presente también en
otras leyes que afectan las competencias locales. En este
periodo empleza a manifestarse el fenémeno, que mAs adelante
se generalizard, de la determinacién de las competencias

locales por la legislaclén sectorial del Estado.

Analizadas algunas muestras de esta legislacién
sectorial <(en materia de urbanismo, educaclién, carretras,
beneficencia, prisiones), se ©puede comprobar como los
ayuntamientos plerden potestades decisorias, que les son
sustraidas a favor &e los alcaldes o del Gobierno, a pesar de
que siga gravitando sobre los municipios el sostenimiento
ecanémico de buena parte de estos servicios. En cualquier
caso, son este tipo de leyes las que definen, mids que las de
régimen local, los cometldos concretos que corresponden a la
administracién local en relacién con la materia de que se

trate.

En su conjunto, la legislacién moderada de mediados del

siglo XIX, exageradamente centralista, ha desprovisto a las
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entidades locales de su caracter representativo y de su
capacidad de iniciativa que les reconoclera la legislacién de
la primera etapa del constitucionalismo, convirtiéndolas en
meros érganos al servicio de la administracién del Estado, a

la QUe estadn férreamente subordinadas.

TERCERA: Las propuestas descentralizadoras del régimen
lacal de progresistas y demdcratas (1.854-1.856
y 1.868-1.879).

En la historia politica del siglo XIX espafiol, las
actitudes més cerradamente centralistas van unidas a los
sectores moderados (liberales doctrinarios) y reacclonarios.
Ante ellos, uno de los elementos clave del ldeario progresista
es el principio de descenralizacién., De ahi que en el bienio
progresista 1.854-1.866 se ponga de nuevo en vigor la

legislacién de régimen local de 1,823,

Sin embargo, los proyectos normativos que se elaboran
durante el bienio han perdido mucho del brio descentralizador
de 1.812 y 1.823. La concepcidén que los progresistas tiemen
del ayuntamiento es mhs parecida a la de los moderados que a
la de los liberales del 1.81%Z.

Las propuestas progresistas sobre la administracién
local de mediados del siglo XIX responden a una concepcién
netamente administrativa del ayuntamiento, cuyos Ambito
competencial y mArgen de autonomia son muy reducidos, y tlenen
prohibido intervenir en los asuntos politicos. Las leyes
siguen manifestando mas'intérés en imponerle obligaclones -
muchas de ellas, de evidente utilidad para los servicios.del

Estado—, que en definirle &dmbitos de gestién auténoma.
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El caracter descentralizador de la legislacién
progresista del bienio se manifiesta en el caracter electivo
de losz alcaldes -y la correspondiente ampliacién del ambito
local de competencias- y en el potenciamiento del papel de las
diputaciones, en detrimento del de los gobernadores, hasta el
punto que vuelven a ser aquéllas las que tienen atribuidas, al
igual que en la Instrucciém de 1.823, la mayor parte de las

funclones de control sobre la actividad municipal.

Asimiemo, la legislaclén elaborada durante el bienio
progresista y puesta en vigor a partir de 1.868 amplia
sensiblemente el campo material de acclén de las diputaciones
provinciales, en las sigulentes direcciones: instituciones de
instruccién y beneficencia, obras pablicas y vias de
comunicacién y las funciones ya citadas de tutela y ayuda a

los serviclos municipales.

A nivel de su autonomia, las diputaciones siguen
teniendo una acusada dependencia del gobernador, que las

preside y puede evitar la eficacia de muchos de sus acuerdos.

La Constitucién de 1,869, fruto de la mAs genuina
revolucién burguesa que ha tenido lugar en la historia de
Espafia, viene a formalizar la plena recepcién en nuestro
ordenamiento de la noclén del “pouvolr munilcipal", en la
medida que combina la afirmacién de Ambitos propios de
intereses privativos a favor de las entidades locales, con la

exclusién de su intervencién en ambitos superiores,

Desarrolla este criterio la Ley municipal de 1,870, que
define con cierto rigor y amplitud un éambito doméstico de
atribuclones municipales eﬁclusivae -que, ademds, son de
ejercicio obligatorio por los ayuntamientos-, entre las que
destacan las relaclionadas con el desarrollo urbano., EBEs la
primera vez que en nuestro ordenamiento contempordneo se

definen competencias municipales exclusivas.



Fuera de este 4mbito doméstico de competencias
privativas, 1los ayuntamientos sélo pueden actuar por

delegacién, y bajo el consiguiente control gubernamental,

Por ptra parte, en la legislaclén de 1.870, el alcalde,
al que se reconoce su caracter electivo, ya es practicamente
desprovisto de atribuciones proplas, al mirgen de las del
ayuntamiento, con excepcién de las relacionadas con la

seguridad que deba desempeflar a cuenta del gobernador.

Asimismo, la legislacién de régimen local de 1.870
también supone el potenciamiento y consolidacién del proceso
de plena sustantivacién de la diputacién provincial como

entidad local.

En resumen, en su conjunto la obra legislativa en
materia de régimen local del sistema demoliberal instaurado en
1.869 tiene una orilentacién claramente descentralizadora, si
bien limitada escrupulosamente al nivel administrativo.
Coherentemente con esta oarientacién, también hallamos signos
de carécter parcialmente descentralizador en algunas leyes
sectoriales de la época, especialmente en las de caracter

urbanistico.

CUARTA: El régimen local durante la Restauracién

La Constitucién de 1.8786 da definitivamente a las
entidades locales la consideracién de poder poblico, y les
reconoce implicitamente un Ambito propio de funclones a
ejercer bajo su responsabilidad; fuera de este ambito de
funciones propias, deberian actuar bajo el control y la tutela

de la administracién del Estado. Sin embargo, la legislacioén

de la Restauracién serd mas restrictiva con las competencias




locales que 1o que cabria interpretar en base a la
Constitucién de 1.876.

Para empezar, por Ley de 16 de diclembre de 1,876 se
introducen diversas modificaciones parciales, en sgentido
antidemocréatico y centralizador, a la Ley municipal de 1.870,
comn es el caso del sufraglo censitario, el incremento de las
potestades de control del gobernador sobre los acuerdos
locales, incluida la aprobacién de los presupuestos, o la
expresa remisién a controles gubernativos en la definicién de
las competenclas locales en diversas materias, Estas

modificacliones se consolidan en la Ley municipal de 1.877,

La Ley municipal de 1.877 parte del caracter econémico-
administrativo, no politico, de 1los ayuntamientos, y su
consiguiente limitacién de actuar sé6lo en aquellos asuntos
expresamente previstos por las leyes, En el marco de esta
limitacién general, se declara de la exclusiva competencia de
los ayuntamientos el goblerno y direccien de los intereses
peculiares de los pueblos, férmula que la propla Ley concreta
algo mAs en unos pocos enunciados, y se remlte implicitamente
a otras leyes para la oportuna definicién de mayores

competencias.

Este principio de 1la exclusividad de un &mbito de
competencias locales no pasa de ser uno mis de los
nominalismos propios de la Restauracién. En realidad, la
legislacién sectorial y la préctica administrativa conviertenm
en inexistente este supuesto 4Ambito de competencias

exclusivas,

La legislacién sectofial de la Restauracién limita
sistematicamente la capacidad decisoria de los municipios,
haciéndoles depender de las autoridades y funcionarios del
Estado, No existe en realidad ningan Ambito de competencias

minicipales exclusivas. El desarrollo de la administracioén del
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Estado, y el creciente poder de sus cuerpos de funcionarios,
hacen que préacticamente ningin sector de actividad puablica

quede exento de su intervencién.

Esta orientacién intervencionista de la Ley municipal
de 1.877 se manifiesta también en la regulacién que se hace de
la figura de las obligaciones municipales, utilizada por el
Estado para indicarle al ayuntamiento a cudles de sus
competencias ha de atender prioritariamente, y que también
admite la definicioén adicional, por Ley sectorlal, de nuevas
obligaciones, con lo que se acaba llegando a una abusiva
utilizacién de los recursos locales para cubrir atenciones de

interés estatal.

Asimisma, en la regulacién de la figura del alcalde
también se incide en esta concepcién limitativa de la
autonomia municipal, pues se atribuyen a esta autoridad, que
es nombrada con intervencién gubernamental, significativas
funciones de control sobre la actividad municipal. Ademés, la
totalidad de acuerdos locales son controlables por érganos de
la administracién del Estado, con lo cual las competencias

municipales devienen de hecho en purc nominalismo.

AdemAs, hemos de suponer que, mhs alld de la lLey
municipal, muchas de las limitacliones a las competencias
lbcales procedian de otras normas, las mAs de las veces de
simple rango reglamentario. De ahi que, en el marco de un
discurso de tono descentralizador, se promulgue en 1.909 un
Decreto restableclendo la plenitud de las disposiciones de la
Ley municipal, y derogando las normas administrativas de

desarrollo que la interpretaban restrictivamente.

En otro orden de cosas, por el triple influjo del
desarrollo wurbano y la aparicion de sus necesidades
especificas, de la influencia de las ldeologias socialistas y

de los avances tecnolégicos, en los Gltimos afios del siglo XIX
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aparecen una serie de nuevos servicios piblicos, muy ligados a
la ciudad, la gestién de los cuales por los ayuntamientos,
mediante los correspondientes tramites de municipalizacién,

contribuye a ampliar de hecho el campo de actividad municipal.

Por lo que se refiere a las diputaclones provinciales,
durante la Restauracién se avanza decisivamente en la plena
consolidacién de las mismas como entidades locales,
principalmente a raiz de la Ley de 1.882., Asi, asistimos a la
institucionalizacién de la figura del presidente de la
diputacién, a la recuperacién de sus funciones de superior
Jerarquico de los ayuntamientos y a la formulacién de um
principio de competencias provinclales exclusivas, para la
gestién de los intereses respectivos, similar al formulado a

favor de los ayuntamientos por la Ley municipal de 1.877.

8in embargo, este ©principlio de exclusividad de
competenclias es también puro nominalismo, pues la legislaciénm
sectorial prevé continuas interferencias estatales en las
mismas, y el gobernador sigue ejerciendo un papel tutelar
decisivao, correspondiéndole la ejecucién de los acuerdos

provinciales,

A lo largo de la Restauracién se hace cada vez mas
patente que 1a ambigiedad de las Leyes municipal de 1.877 y
pravincial de 1.882 en 1la definicién de las competencias
locales estd en el origen de la erosién constante de dichas

competencias, debido a la accién de la legislacién sectorial.

Los regeneracionistas reacclonaradn ante esta situacién
defendiendo la mAs estricta y clara separaclén de competencias
estatales y locales, preciséndo al méximo, en largas listas,
las competencias municipales y provinciales en la legislacién
de régimen local. Varios de los proyectos elaborados en esta

etapa comparten esta orientacién,



QUINTA: La regulacién del régimen 1local por la

Dictadura de Primo de Rivera

Coherentemente con la influencia que tiene el
regeneracionismo en parte de la obra de 1la Dictadura,
encontramos en el Estatuto municipal de 1.924 una rotunda
afirmacién del ilusnaturalismo municipalista, unida a una
concepcién del municipio como algo externo y opuesto al
Estado. Con ello se produce un cambio substancial en la

tradicién legalista de nuestro réegimen local,

Bsta concepcién naturalista del municipio va acompaliada
de la formulacién y articulacién juridica del principio de su
autonomia, asi como de la definicién, sumamente detallada, de

un amplisimo listado de competencias exclusivas.

Fn efecto, el Estatuto declara de 1la exclusiva
competencia municipal lo que afecte los intereses peculiares
de los pueblos, especialmente 1o relacionado en una extensa
lista de cometidos. Se trata, sin embargo, de una formulacién
a todas luces exagerada, pues en el mismo Estatuto se admite
la concurrencia de serviclos provinciales o estatales en los

ambitos definidos de la exclusiva competencia municipal.

Por otra parte, la normativa sectorial de la Dictadura,
muchas veces de simple rango reglamentario, tipifica numerosos
supuestos de injerencia estatal o de subordinacion local a
decisiones estatales, en asuntos que segin el Estatuto serian

de la competencia municipal exclusiva.

En consecuencia, el planteamiento del Estatuto no sirve
para garantizar un Ambito exclusivo de competencias

municipales, con lo cual la institucidén de la auvtonomia local,



definida por el Estatuto para el ejercicio de las citadas

competencias, acaba siendo perfectamente indatil.

Coherente con la concepcién natural del municipio, el
Estatuto provincial subordina formalmente la provincia -simple
ente artificial- al municipio -ente natural y primario-, hasta
el punto que, en teoria, los municipios, voluntariamente,

pueden alterar la divisién provincial,

También en coherencia con este carfcter artificial de
la provincia, a la diputacién se le atribuyen -en un largo
listado- funciones basicamente administrativas, de prestacién
de servicios, no de ordenacién o reglamentaclon de sectores de
actividad. AdeméAs, las competencias que se le atribuyen no son
calificadas, a diferencia de lo que sucede en el Estatuto

municipal, de exclusivas.

SEXTA: La legislacién espafinla de régimen local
durante la segunda Repiblica

El hecho de que durante la mayor parte de la segunda
Repiblica esté vigente la legislacién local anterior -en
parte, la de la Restauracién y, en parte, la de la Dictadura-,
no significa que las instituclones republicanas nada aporten

al tema que estamos estudiando.

De. hecho, en la Constitucién de 1,931 encontramos, en
materia de régimen local, preceptos claramente rupturistas en
relacién con la tradicién decimonénica; es el caso del
carfcter representativo &e, los ayuntamientos, de la
formulacién constitucional del principio de su autonomia y de
su caradcter plenamente estatal, todo lo cual da al municipio
una dimensién netamente politica, que mno habia tenido en

ningtn momento de la tradicién liberal del siglo XIX.
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Algo parecido sucede con la Diputacién provincial, que
tiene plena consideracién politico-institucional,
reconociéndosele por primera vez en nuestra historia fines de
naturaleza politico-administrativa., Es tal la trascendencia
que se reconoce a la provinclia, que es quien asume todo el
protagonismo en la eventual institucionalizacién de regiomes
auténomas, pudiendo, ademhs, separarse individualmente de 1la

regién respectiva.

Aparte de los principios constitucionales citados, la
legislacién republicana en materia de régimen local tiene
escaso interés, La Ley municipal de 1,935, en el tema de las
competencias y de la autonomia, blen poco afiade al Estatuto
municipal, excepcién hecha de un mayor rigor en la regulacioén
de las obligaciones municipales, cuyo cumplimiento el Estado
podra exigir efectivamente, mediante mecanismps juridicos., En
cuanto a las diputaciones, no hay una regulacién republicana
especifica, probablemente porque la institucionalizacién de

las regiones las margina politicamente,
SEPTINA: El régimen local durante el franquismo

La legislacién franquista en materia de régimen local
esta influida por el Estatuto municipal de 1,924, La misma lLey
orgénica del Estado, de 1.967, asume formalmente la concepcién
naturalista del municipio, asi como una versién, un tanto
devaluada, de la nocién del "pouvolr municipal®, reconociendo
a los municipios capacidad general para el cumplimiento de sus
fines peculiares, aparte de sus funciones cooperadoras con los

servicios del Estado.
Esta misma concepclén naturalista estd poresente en la

legislacién de régimen local de 1.955, que atribuye a

ayuntamlentos y diputaciones el gobierno y administracién de

- 1264 -




los intereses publicos peculiares de su territorio, Esta
amplia y ambigua formula comprende las competenclas locales
para gestionar sus fines, que son de caracter econémico—
administrativo; las capacidades de actuar para el ejercicio de
sus funciones representativas de los intereses locales; y sus
actividades de cooperacién con los servicios e intersses del
Estado.

Lo que no hace la legislacién de régimen local de 1.955
es definir un listado de competencias municipales, y menos de
carécter exclusivo; ee limlta a definir de la competencia
muinicipal el gobierno y administracién de 1los intereses
peculiares de los pueblos, y a establecer una lista indicativa
de fines a los que deberd tender la actividad municipal. De
este modo, la definicién concreta de competencias municipales
se remite enteramente a la legislacién sectorial, sin que la
Ley de régimen local aporte garantia alguna de contenido

minimo de las mismas.

La renuncia de la legislacién de régimen local de 1.955
a establecer un listado preciso de competencias locales, tan
denostada por la doctrina, de hecho se inscribe en un proceso
de constatacion generalizada, por parte de la doctrina
mayoritaria, de la imposibilidad de fijar en la legislacién de
régimen local un listado preciso de competencias municipales,

cuyo ejercicio sea excluyente de la intervencién del Estado.

La legislacién de régimen local de 1.955 entiende que
no puede hablarse de intereses locales piblicos exclusivos de
los municiplos, pues la interdependencia presente en los
diversos Ambitos de la sociedad contemporanea hace que Estado
y entes locales deban participar en la gestiéon de la mayoria

de intereses piublicos.

La legislacién de régimen local de 1.95%5 parte de la

constatacién de esta realidad, y renuncia a establecer unos
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minimos principioz de autonomia o de competencias a favor de
los entes locales, La capacidad general de actuar que les
atribuye, sin gozar de mecanismos Juridicos que garanticen
unos ﬁinimos contenidos autonémicos, deberad ceder siempre ante
las disposiciones de la administracién del Estado, que no
tiene en la Ley de régimen local limite alguno a su tendencia

expansiva.

Sin embargo, el tema de las competenclaz es hasta
cierto punto marginal en los municipios del franquismo, pues
el nombramiento gubernativo de los alcaldes, unido a la falta
de representatividad democrética de los ayuntamientos, y la
tupida red de controles administrativos sobre la actividad
local, aseguran que su funcionamiento serd en cualquier caso

subordinado a los intereses estatales.

La orientacién centralista gque, en general, tiene el
tfranquismo, se traducirid en una notable potenciacién del papel
de la provincia, si bien mis en su dimensién de

circunscripcién del Estado que de entidad local.

Efectivamente, la diputacién provincial goza, en la
legislacién de régimen local de 1.955,- de wun Aambito
competencial muy limitado. Por una parte, esta Ley formula a
favor de las diputaclones una cléusula general de capacidad
similar a la que tienen los ayuntamientos, si bien limitada al
fomento y a la administracién -no al goblerno~ de sus
intereses, Ademas, la Ley define como propios de la
competencia provincial un largo y detallado listado de
cometidos, de modo que si cabe hablar en relacién con la
diputacién de un listado de competencias en la lLey de régimen
local; lo que sucede es que se trata de competencias de mera
gestién de obras o servicios, qﬁe ng incluyen el ejercicio de

imperio.




La potenciacién de la diputacién provincial bajo el
franquismo no procede, pues, de la atribucién a la misma de
competencias de caracter sectorial, sino de la definicién a
favor suyo de un importante papel de cooperacién con los
servicios municipales, que se traduce tanto en una capacidad
econémica para contribuir al financlamiento de servicios de la
competencia municipal, como en potestades Juridicas para
controlar la actividad municipal. Tado ello comporta un
desplazamiento real del centro de gravedad local del

municipio a la provincia,

Sin embargo, este potenciamiento de la provincia en
base a la cooperacién con los servicios municipales no =ze
traduce, en la legislacién franquista, en un potenciamiento de
la diputacioén, sino de los érganos periféricos de la
administracién del Estado, a través de la comisién provincial
de servicios técnlcps, que es la que elabora los planes de
coaperacién municipal. Por esta via se produce una
espectacular intervencién de la administracion del Estado en
la gestién de las inversiones locales en servicios de la

competencia municipal.

Ya en los 0Gltimos afios del franquismo, los proyectos
que se elaboran para la reforma del régimen local se proponen
el potenciamiento de las diputaciones provinciales, a las que
se atribuyen las funciones de cooperaclén municipal que desde
1.958 ostentan las comisiones provinciales de servicios
técnlcos, aparte de otras competencias significativas. A
partir de 1.975, las diputaciones asumirédn efectivamente un
cierto protagonismo en la cooperacién municipal, con la

gestién de los planes provinciales de obras y servicios.

Durante el franquismo se toma plena conclencla del
hecho que las competencias locales vienen definidas no en los
listados mAs o menos generosos de la legislacién de régimen

local, sino en las leyes sectoriales.

AR



En este tema, la tendencia dominante de 1la legislacion
sectorial es atribuir a los entes locales competencias que
suponen una capacidad decisoria limitada, al estar supeditada
bien a reglamentaciones muy completas, blen a tramites de
aprobacién ulterior por parte de la administiracién del Estado,
preveyéndose ademAs en algunos casos mecanismos de sustitucién
de la accién local por la estatal si los entes locales no
ejercen la competencia. Y ello sin contar los casos en que la
competencia, tradicionalmente local, es simplemente atribuida
al Estado, o en los que se produce una situacién de
concurrencia de competencias 1dénticas estatales y locales,

con la légica prevalencia practica de las primeras,

Ademds, este proceso de vaclamiento de las competencias
locales por obra de la normativa sectorial se realiza muchas
veces por disposiciones de simple rango reglamentario, sin que
la ambigiiedad de la Ley de régimen local y la falta de una
formal reserva de ley para la regulacién de las competencias
locales puedan evitarlo. De este modo, es la administracién
del Estado la que, al margen de lo dispuesto en la legislacion
de régimen local, define o limita las competencias de la

administracién local.

En los proyectos de reforma del régimen local de los
tltimos afios del franquismo se insiste en la necesidad de
abandonar el concepto cerradeo de las competencias locales y el
sistema de definicién de las mismas wmediante lista, por un
nuevo modelo de relaciones competenciales, en el que se ponga
el acento mas en la noclén de capacidad que en la de
competencia, y mAs en la comparticién que en la exclusividad.
Ante 1la experiencia de un constante vaclamiento de los
listados de competencias de la legislacién de régimen local
por las leyes sectoriales, se optard por sustituir la
formulacién de ambiciosos listados de competencias, por el
intento de garantizar sélo la capacidad de intervencién de los

entes locales en los diversos sectores piblicos de su interés.
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OCTAVA Valoracién general de la formacién histérica

del sistema de competencias laocales en Espafia

La herencia histérica del régimen local espafiol de los
siglos XIX y XY no es clertamente uniforme, pues son
perfectamente definibles etapas de carédcter politico vy

daoctrinal muy diversas.

La Constitucisen de 1.812 y la normativa de régimen
local elaborada a su amparo son netamente descentralizadoras,
reconociendo un papel politico fundamental a los ayuntamientos
y garantizado su representatividad y la obediencia local de
los alcaldes. Se define un municipio profundamente
comprometido con los fines del Estado y con amplios ambitos de
intervencién, pues ha beredado sus atribucicnes y las del
alcalde del antiguo régimen. También en este marco juridico,
se reconocen tempranamente fines provinciales al cuidado de la

diputacién, asimismo de extraccién local.

El moderantismo, por su  parte, impregnara la
legislacién de régimen local de un profundo centralismo, que
se concreta béslicamente en el pombramiento gubernamental de
los alcaldes y en el control, que éstos y los gobernadores
ejercen sobre la actividad municipal. La legislacién de
régimen local subraya el carédcter netamente administrativae, no
politico, de ayuntamientos y diputaciones, y su naturaleza
radicalmente distinta a la del Estado. Por lo que se refiere a
la atribucién de competenclas, se insliste mias en definir
obligaciones municipales y provinciales que en seflalarles

inexistentes Ambitos de decisidén autdénoma.

Puede decirse que, con la legislacléon moderada, mno hay
auténticas competencias locales; si acaso, funciones pablicas
ejercidas a nivel local bajo el control directo de los agentes

del Estado, El municipioc tileme un émbito muy limitado, ¥y
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doméstico, de cometidos, y estd estrictamente tutelado para
gestionarlos. En el marco de este régimen local, la normativa
sectorial reguladora de materias en las que intervienen los
ayuntamientos no tiene ningin impedimento para ir atribuyendo
a autoridades del Estado buena parte de las capacidades
decisorias, sin perjuicio de obligar a los entes locales a
seguir financlando unos servicios sobre los que apenas pueden
decidir.

Como reaccién a la etapa moderada, la legislacién
progresista de régimen local -que estd en la base de la
demoliberal de 1.870 y, a través de ésta, de la de la
Restauracién- se iInscribe en un discurso formalmente
descentralizadar, que pone su acento en el caracter electivo
de 1los alcaldes, en la limitaclién de los controles
gubernativos sobre la actividad local, en el potenciamiento de
las diputaciones provinciales como entes locales y en la
definicién de un Ambito de competenclas locales, de naturaleza
administrativa, y en relacién con el cual se formula la

excluslén de la intervencidén estatal.

En definitiva, ante el centralismo de los moderados,
los progresistas ya no oponen la filosofia descentrallzadora,
de respeto de la dimensién politica de la administracién
local, de 1la Instruccién de 1.823, sino el esquema
desarrollado por la doctrina francesa sobre el concepto de
"pouvoir municipal": los entes locales pueden gestionar bajo
su responsabilidad umna relacién acotada de funciones de
caracter administrativo, que estan vedadas el Estado, y fuera
de estas funciones, la intervencién local sélo es aduisible
como auxiliar de la del Estado, y bajo su control. De ahi que
se ponga el acento en defiﬂir,la lista de asuntos privativos

de lops ayuntamientos, pues s6lo en esta lista radica su poder.

Parelelamente a esta opcién de la legislacién de

régimen local, la industrializacién y la aparicién del




fenémeno urbano provocaban la aparicién de nuevas necesidades
vecinales, que daban lugar a nuevos servicios municipales. Al
mismo tiempo, la normativa sectorial del Estado intervenia en
estos y en los demids sectores proplos de la actividad local,
convirtiendo de hecho en vacia de contenido la declaracién
formal de la exclusividad de competencias municipales

formulada por la Ley de régimen local,

Por otra parte, el fenémeno del caciquismo y las
presiones de signo descentralizador del catalanismo hacen que
el régimen local sea motivo constante de debate durante 1la
Restauracién, En este debate se profundizard también en la
debilidad del poder municipal, tanto la de caracter econémico,

como la derivada de la exigiidad y precariedad de sus

competencias. Las propuestas de reforma de los
regeneracionistas, que tendrdn una notable influencia
posterior, apostardan por la  descentralizacién y el

correspondiente fortalecimlento de la administracien local,
tanto a nivel provincial, como municipal, y sin cerrar la

puerta a la posible instituclonalizacién de las regiones.

El fortalecimiento  de la administracién local,
especlalmente la municipal, para los regeneraclionistas pasa
por la afirmacién del caracter natural de los municipios, de
donde derivaria su derecha, oponible a la voluntad del Estado,
de gestionar con -autonomia los asuntos que integren sus
intereses, que se califican de privativos, por oposicién a los
del Estado, que son generales, En el wmarco de este
planteamiento, lo que ha de hacer la Ley de régimen local es
definir el listado de estos asuntos privativos, y garantizar
la autonomia juridica de los ayuntamientos para gestionarlos,
Ademas, se insistird en quellqs ayuntamlentos, incluidos los

alcaldes, han de tener carécter electivo.

Estos planteamientos iusnaturalistas del

regeneracionismo serian llevados a la practica por el Estatuto



municipal de 1.924, que influird también en la legislacién
republicana y en la del franquismo. En la préctica, este
sistema se demuestra perfectamente inutil para asegurar lo que

dice ser su objetivo dltimo: una administracidén local fuerte.

Para  empezar, esta  concepcien  naturalista del
municipalismo, a excepcién del breve paréntesis republicano,
se aplicaria en sistemas politicos que niegan el principio de
representacién democratica, de modo que esta autonomia y este
4mblto exclusivo de competencias de los entes locales tenian
que ser ejercidos por ayuntamientos y diputaciones controlados
politicamente por el Gobierno del Estado. Ademds, la
legislaclén franquista no reconoce la autonomia local, con lo
que las decisiones de ayuntamientos y diputaciones eran

sujetos a controles administrativos.

Pera es que ademAs la legislaclén (y también la
reglamentacién) sectorial baria caso omiso a los ambiciosos
listados de competencias teéricamente exclusivas de la
legislacién de régimen local, y definiria crecientes
intervencionas del Estado en la gestién de asuntos que segun
la legislacién de régimen local competen en exclusiva a los
ayuntamientos, provocando un continuo vaciamiento de las

competencilas locales.

Esta situvacién llevard a la doectrina, y al propio
legislador de régimen local, a constatar la imposibilidad de
definir en la Ley de régimen laocal un listado de competencias
formalmente exclusivas de los ayuntamientos, a salvo de
posibles injerencias de las normas sectoriales. Es mas, el
sistema de fuentes juridicas vigente en nuestro ordenamiento
no lo permite. De este modo, la legislacién de régimen local
de 1.955 pone el acento en la capacidad general de actuar de
los ayuntamientos, renunciando a establecer lista alguna de
competencias locales exclusivas, que son libremente reguladas

por leyes y reglamentos sectoriales,
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Esta convicclén en la imposibilidad de articular una
administracidén local sélida por la via de la definicidén de un
ambito de poder municipal, dard lugar a un intento, defendido
por parte de la doctrina, de potenciar a las diputaciones
provinciales como nuevo centro neuradlgico de la administracién
local. AdemAs, el poder de las diputaciones deberia proceder
no tanto de listados problemiticos de couwpetenclas, sino de su
capacidad técnica y econdémica para ejecutar las inversiones
piblicas y planificar lops servicios en el territorio. Los
interesez de la administracién periférica del Estado

frustraria este proyecto.

Asi las cosas, las 0ltimas propuestas y proyectos de
régimen local del franquismo ya han abandonado la vieja nocién
lusnaturalista del municipalismo, y la quimérica pretension de
un listado de competencias exclusivas unida a la misma, y
parten de la consideracién plenamente piblica, integrada en el
Estado, de la administracién local, cuya funcién basica ha de
ser np tanto gestionar un inexistente ambito de competencias
exclusivas, sino participar, desde la representacién de los
intereses locales, en la gestidén de los asuntos piblicos que

interesen a la respectiva colectividad.

Se relativiza, pues, la importancia del concepto de
compatencia, y se pondra el acento en los instrumentos de que
e pueden valer los entes locales para que su participacién en
la gestion de los asﬁntos piblicos sea efectiva. Para ello son
fundamentales dos instituciones que la legislacién franquista
no reconoce: la representatividad democratica de los entes

locales y su autonomia.
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DE LA SEGUNDA PARTE

NOVENA Aspectos de la Constitucién espafiola de 1.978
relevantes para el tema de las competencias

locales

La Constitucién da a las entidades locales pleno
carécter de administraciones pablicas, parte integrante del
Estadon, que han de participar en la gestiéon de los intereses
piblicos. Por lo tanto, sus competencias seran de idéntica
naturaleza que las estatales, siendo imposible una linea

divisoria de trazos absolutos entre unas y otras.

Asimismo, la Constitucidén espatfiola atribuye a los entes
locales  plena naturaleza  politica, y no peramente
administrativa. Esta  naturaleza  politica, adewds, va
intimamente wunida & su caradcter representativo de 1la
colectividad 1local, segin mecanismos de representacién

democratica.

Este caracter politico y representativo, para ser
efectivo, requiere que las competencias que ostenten los entes
locales permitan materializar, con su ejercicio, opciones

politicas distintas, socialmente trascendentes.

De todas formas, este cardcter politico de la autonomia
local no significa que ésta sea de idéntica naturaleza que la
avtonomia de las naclonalidades y regiones. Es decisivo, en
este sentido, el dato de la potestad legislativa, de la cual

carecen las entidades locales.

Autonomia local y regional -o de nacionalidad- se

mueven en planos de naturaleza muy distinta, hasta el punto




que la medida de las competencias comunitarias viene fijada en
la Constituclén -pues se trata de delimitar el alcance de
potestades legislativas, y sélo la Constitucién puede poner
limites a la Ley-, mientras que la medida de las competencias

locales depende de la discrecionalidad del legislador,

Los entes locales, ©pues, no pueden, formalmente,
disputar competencias al Estado o a las comunidades auténomas,
pues estan a entera disposicién de los parlamentos estatal y
auvtonémicos. Como mucho, lo que pueden hacer los entes locales
es entrar en comparacién con las competencias de los
ejecutivos estatal o auvtondmicos, en el marco de 1os

respectivos ordenamientos.

Porque, en efecto, es perfectamente deducible de la
Constitucién espafiola de 1.978 un principio de reserva de Ley
para la determinacién de las competencias locales. Con ello se
sientan las bases para que sea irrepetible la practica tantas
veces denunclada en etapas anteriores, especialmente durante
el franquismo, del vaciamiento del &ambito competencial de los
municipios debido a  disposiciones de  simple rango

reglamentario.

Por otra parte, la Ley que determina las competenclas
locales es, hablitualmente, la Ley sectarial reguladora de las
materias en las que los entes locales ostentan algin tipo de
interés. Por la evolucldn de nuestro régimen lacal, sabemos
que no tiene sentido pretender petrificar en una lista, en la
legislacién de régimen local, la relacién de competencilas
municipales y provinciales; por lo tanto, es necesario asumir
esta realidad y entender qué la determinacién de las
competencias locales vendrd mAs de las leyes sectoriales que

de la legislacién de régimen local.

8i, ademas, tenemos en cuenta que la regulacién del

régimen local es una competencia compartida por Estado y




comunidades auténomas, la determinacién de las competencias
locales tamblén lo serd, en este caso en la medida que sea de
la competencia estatal o autonémica la regulacién de cada una

de las materias objeto de la competencia local.

También son relevantes para el tema de las competencias
locales las estructuras territoriales de la administracién
local definidas en la Constitucién. La administracién local
tiene dos niveles territoriales generales (municipios vy
provincias), ademis de las islas y de la posibilidad de crear
agrupaciones de municiplos distintas de la provincia, Mientras
que la estructura provincial sbélo es disponible por el
legislador organico, el resto de estructuras territoriales de
la administracién local bhan de ser determinadas por las

comunidades autdénomas.

El hecho que la Constitucién vigente defina nuestro
estado como social de derecho, supone que los poderes publicos
deben garantizar a los ciudadanos una serie de prestaciones.
En la medida que los entes locales son también poderes
pablicos, estas responsabilidades determinadas por la
Constitucién también les afectan, de modo que la idea de
competencia puede acabar teniendo mAs connotaciones de
responsabilidad o de obligatoriedad, que de discrecionalidad o
de avtonomia para ejercer o no las potestades atribuidas por

el ordenamiento.

Este carécter de responsabilidad que han de tener las
competencias piublicas en el estado de derecho aconsejan que el
legislador afine més los mecanismos para hacerla efectiva,
permitiendo que se pueda exigir -no sélo politicamente, sino
tambilén judiclalmente- su ejércicio, mAs que seguir pensando
en la competencia como coto privado, de libre disposicién por

la administracién titular de la misma.



DECIKA: El principio constitucional de autonomia y su
influencia en la definicién del sistema de

competencias locales

¥o cabe duda de que la nota mas importante que contiene
nuestra Constitucién en relacién con el régimen local es la
formulacién del principio de autonomia. Aplicado a municiplos
y provinclas, este principlo se traduce en la exigencia de
unas corporaciones  plenamente  representativas de las
respectivas colectividades, y que ©puedan ejercer sus
competencias bajo la propla responsablilidad, sin tutelas ni
injerencias externas. Autopomia  supone capacidad de
autodisposicién, de autogobierno por parte de la entidad

titular de la misma.

En todo caso, el de autonomia es un concepto
excesivamente ambiguo como para poder deducir del mismo un
determinado modelo y, menos adn, un Awbito minimo de

competencias locales.

Ello no obstante, la propia jurisprudencia
constitucional y la doctrina mayoritaria coinciden en sefialar
que como consecuencia de la aplicacién en nuestro ordenamiento
del principio de la garantia institucional de la autonomia
local, las entidades a las que se garantiza la autonomia han
de ser titulares de las potestades y de las competencias sin
las cuales la autonomia resultaria vacia de contenido, De abi
que no quepa, en nuestro marco constitucional, la posibilidad
de que una Ley vacie de contenido una entidad que goza de

avtonomia constitucionalmente garantizada.

Ahora bien, lo que no est4 nada claroc es qué utilidad
puede tener este principio de la garantia institucional de la

autonomia local para evitar que upa o diversas leyes no

atribuyan en sus respectivos sectores competencias municipales




o provinciales, adn cuando esté presente un interés de las
citadas entidades, pues esas leyes, por si solas, no suponen

un vaciamiento de contenldo de la entidad afectada.

De este modo, y conectando también con el Amplio
rechazo a una 1dea de 1las competencias entendidas como
listados cerrados de atribucliones exclusivas, la garantia
institucional de la autonomia local lo que acaba asegurando es
no un Ambito material determinado de competencias locales,
sino el derecho de la comunidad local a participar, a través
de érganos proplos, en el goblerno y administracién de cuantos

asuntos le atafien.

Sin embargo, la traduccién de la garantia lnstitucional
de la autonomia local en un derecho de participacién en la
gestién de los asuntos pablicos que afecten a la colectividad,
no  asegura necesariamente que ello se traduzca en
competencias, pues esta participacién puede realizarse
mediante otros tramites que no impliquen la titularidad ni el

elJerciclio de competencias reales.

Por lo tanto, del principio de autonomia entendido como
derecho de participacién en 1la gestién de los asuntos
piblicos, no se derivan necesariamente competencias formales
para municipios y provincias, pues esta participacién puede

asegurarse por otras vias.

Abora bien, la doctrina de la garantia institucional de
la autonomia local si que puede servir para dar soporte a la
idea de wuna exligencia constitucional de wun Ambito de
competencias municipales y provinciales, sl tenemos en cuanta
que esta garantia, tal éomm la entiende el Tribunal
Constitucional, tiene por finalidad preservar el mantenimiento
de una institucién en unos téranimos que la hagan recognoscible
con el arquetipo que hemos heredado de la misma, y ello exige

que municipios y provincias sean titulares de competencias



formales de carfcter decisorio, pues se trata de un elemento
slaramente presente en la evolucién bhistérica de estas

I nstituciones,

81 el Tribunal constitucional entiende, como es nuesiro
>as0, que del principio de autonomia han de deducirse
wecesariamente competencias locales, entonces esta garantia
sompetencial ha de traducirse en la atribucién de competencias
formales a favor de municlpios y provincilas, en la misma Ley
jue ha de desarrollar y dar efectividad al principio de

wuwtonomia local.

BEs decir, la Ley reguladora de las bases del régimen
ocal, aparte de regular el derecho de participacién de los
:ntes locales en la gestién de los asuntos puablicos que
ifecten a la respectiva colectividad, ha de fijar también
wuténticas competenclas locales formalmente tales, pues sélo
le este modo puede garantizar un contenido competencial a la
wutonomia, que es lo que exige la jurisprudencia del Tribunal

Zonstitucional.

DECIHOPRINERA: El problema de los limites y de la eficacla de

la autonomia local

Al ser la autonomia un poder limlitado, serd compatible
>on la existencia de controles sobre la actividad local. El
oroplo  Tribunal Constitucional asi lo entiende, si bien
subraya que estos controles han de ser limitados, no pudiendo
ser en ningén caso ni indeterminados ni genéricos, y han de
justificarse siempre en la existencia de un interés supralocal

jue pudiera ser perjudicado por la libre actividad de los

antes locales.




La interpretacién que hara la legislacién basica de
régimen local de esta limitacién de los controles sobre la
actividad local se traduce en una plena judiclalizacién de los

mismos,

Ello no obstante, el regimen local vigente regula
diversas técnicas de relacién interadministrativa que permiten
armonizar los intereses supralocales y locales en materias la
gestién de las  cuales es compartida por ambés
aduministraciones. Estas técnicas (coordinacién, planificacién,
cooperacién) en ningdn caso pueden suponer potestades
ilimitadas de direccién sobre la actividad local, y siempre se
han de justificar en la presencia de intereses supralocales
prioritarios sobre los locales, Ello no obstante, es indudable
que permiten una injerencia de las administraciones autonémica

Ay estatal sobre la lacal.

Por otra parte, para que el principio de autonomia
local sea efectivo, es necesario que las entidades titulares
de la misma puedan acceder & mecanismos jurisdicclionales para
reaccionar contra actos o disposiciones del Estado o de las

comunidades auténomas que lo limiten,

Nuestro ordenamlento admite perfectamente que, con este
fin, los entes locales puedan acceder a la jurisdiccién
contencioso-administrativa, obviamente en relacién a actogs o

disposiciones controlables por la misma.

Ahora bien, lo que no contempla nuestro ordenamiento es
el acceso de los entes locales al Tribunal Constitucional para

la defensa de su autonomia.

Este dltimo dato confirms la practicamente absoluta
capacidad de disposicién del legislador sobre los entes
locales, pues adn en el caso de que aquél infrinja minimos

constitucionales de su garantia institucional, los entes



afectados no pueden reacciomar con eficacia ante el hipotético

vicio de inconstitucionalidad.

Esta falta de proteccién constitucional a un hipotético
dmbito competencial a favor de municipios y provincias
aconseja, en aras a la defensa de la autonomia y de la
integridad competencial de los entes locales, pensar menos en
las garantias constitucionales y profundizar, en cambio, en la
relacién de los entes locales con el legislador, estatal o
autonémico, que ha de ver en ellos upa administracién eficaz y

leal.

En este sentido, conviene desarrollar mecanismos de
control parlamentario sobre la actividad local, ademas de los
pocos existentes, que generen una mayor confianza del

legisiador hacia los entes locales.

DECIHOSEGUNDA: Las competencias locales en la Ley reguladora

de las bases del régimen local

La teoria de la garantia institucional de la autonomia
local, tal como ha sido interpretada por nuestra
Jurisprudencia constitucional, exige que la legislacion
estatal de régimen local determine los principios basicos en
materia de organizacién y competencias locales, para hacer
efectiva esta garantia. Es decir, la Ley estatal dictada para
concretar la garantia institucional de la autonomia local ha
de determipar también, aparte de las normas organizativas
pertinentes, una esfera competencial minima para municiplos y

pravincias,

De ecte modo, la legislacién basica de régimen local ha
de determinar competencias munlicipales y provinciales y ha de

definir criterios a la legislacién sectorial para que ésta, a
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su vez, concrete la participacién de los entes locales en la

gestién de los asuntos pablicos que les afecten.

Para ello, la Ley reguladora de las bases del régimen
local puede definir competencias locales en sectores
materiales propios de la competencia estatal, ya sea
completamente 0 a nlvel de bases, pero también en sectores
propios de la competencia autonémica, en la medida que se
trate de materias que tradicionalmente han sido propias de la
competencia local, y que, en consecuencia, la efectividad de
la garantia institucional -entendida en este caso como el
mantenimiento de los perfiles que hagan recognoscible la
institucién segin la nocién que hemps heredado de la misma-

requiere que lo sigen siendo,

Ademas, la legislacién bésica de régimen local ha de
indicar a las leyes sectoriales respectivas qué minimo de
materias pueden considerarse del interés de municipios vy
provincias, y qué participacién deberd asegurar el legislador

sectorial a estas entidades en la gestién de las mismas.

Par 1o que se refiere a la eficacia de 1la Ley
reguladora de las bases del régimen local, en orden a vincular
a la legislacién posterior en el respeto a los minimos
competenciales en ella establecidos, la realidad es que, en
tanto que Ley basica, vincula a la autondémica, ya sea
sectorial o de régimen local, pero no vincula a la sectorial
del Estado, pues también es una Ley ordinaria en el

ordenamiento estatal.

En su articulo segundn, la Ley reguladora de las bases
del régimen local formula ‘una remisién-mandato a la
legislacién sectorial para que concrete y garantice el derecho
de losz entes locales a participar en la gestién de los asuntos

que afecten sus intereses. Ademds, atribuye a la legislacioén
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basica del Estado un papel de garante Gltimo de este derecho

de participacién.

Por lo que se refiere al primer punto, sus efectos
garantizadores de un Ambito de competencias locales son
limitados, pues  este derecho de  participacién  no
necesariamente ha de traducirse en competencias y, ademis, el
legislador sectorial dispone de una é&mplia discrecionalidad
para decidir la extensién de la participacién que se ha de
asegurar a los entes locales, y para decidir también cubles

son los asuntos que afectan sus intereses.

Por lo que se refiere al segundo punto del articulo 2
de la Ley basica, significa considerar que la determinacién de
lag competencias locales en todo sector de actividad, en la
medida que ello sea necesario para garantizar la autonomia
local, es un aspecto basico del mismo. Este criterio resulta
muy limitativo para las competencias autonémicas de regulacién
del régimen local, y también puede ser nocivo para la

integridad de las competencias locales,

En efecto, si una ley sectorial bésica no aprecia
interés local en un sector de actividad -y no esté vinculada
por la Ley basica de régimen local para apreciarlo-, con ello
permite también que el legislador sectorial autonémico de
desarrollo -que si que estaria, de otro modo, vinculado a la
Ley basica de régimen local- haga lo propio, pues el silenclo
de la Ley sectorial basica puede interpretarse como ausencia
de interés y de competencias locales en el sector de que se

trate.

El articulo 25 de 1a‘Ley reguladora de las bases del
régimen local contiene la relacién de materias que, segin
ella, hay que considerar propias del interés municipal, y en
relacién con las cuales el legislador sectorial ha de

determinar un cierto nivel de competencias municipales.

- 1283 -~




El principal valor de este precepto es recoger la
relacién de campos en 105 que los municipios ejercen
competencias a la entrada en vigor de la Ley reguladora de las
bases del régimen local, y establecer una reserva de Ley para
la alteracién de las mismas, disponiendo, ademas, que de cara
al futuro se bha de seguir asegurando a los municipios
competencias en esas wmaterias, previsién ésta que es
vinculante para el legislador autonémico cuando es él quien
debe regular el sector de que se trate. No hay, sin embargo,
en este precepto, una definicién formal y directa de

competencias municipales,

Par lo que se refiere a las diputaciones provinciales,
no hay en la Ley reguladora de las bases del régimen local un
listado de materias en las que se concreten sus intereses y en
las que, en consecuencia, deban ostentar algin género de

compatencias,

Lo gque asegura la Ley basica es que las diputaciones
deben ser titulares de competencias a nivel de coordinacién de
los servicios municipales, de asistencia y cooperacién con los
municipios, de prestacién de servicios piblicos de caracter
supramunicipal y de fomento y administracién de los intereses

peculiares de la provincia.

Abora bien, los sectores de actividad en los que han de
ejercer estas funclones son los que determine el legislador
sectorial, que no esté vinculado, para ello, a ningin listado
determinado definido por la Ley reguladora de las bases del

régimen local.

Por otra parte, y dando efectividad a la interpretacién
de la jurisprudencia constitucional que exige que la Ley
basica defina tambilén concretas competenclas locales, la Ley
reguladora de las bases del régimen local asegura competencias

locales formalmente tales en los siguilentes términos:
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En primer lugar, en la relacién de servicios
municipales minimos del articulo 26, que constituye, ademis de
una relacién de obligaciones, una auténtica 1lista de

competencias municipales,

En segundo lugar, tamblen el articulo 28 y la
disposicién transitoria segunda, parrafo segundo, atribuyen
por si mismos competencias municipales, al establecer que los
ayuntamientos podran prestar servicioz complementarios a los
del Estado y las comunidades auténomas, especialmente en

relacién a determinadas materias.

En tercer lugar, y por lo que se refiere a las
diputaciones, encontramos en la Ley reguladora de las bases
del régimen local una atribucién concreta de competencias
provinciales, consistente en su obligacién de elaborar
anualmente un plan provinclal de cooperacién a las obras y
servicios de 1la competencia municipal, asi como en su
obligacién de asegurar la prestacién en toda la provincia de

los servicios municipales obligatorios minimos.

En cuarto lugar, también atribuye competencias a las
entidades locales el articulo 86.3 de la Ley basica de régimen
local, si bien se trata de competencias limitadas al plano de
la gestién de servicios, sin alcanzar la ordepaclién de los

nismos,

En definitiva, no cabe duda de que hay en la Ley
reguladora de las bases del régimen local, ademds de la
definiclén y desarrollo del derecho de municipios y provincias
a participar en la gestién de los asuntos pidblicos que afecten
su circulo de intereses, la concrecién de un minimo de

competencias a favor de ayuntamlentos y diputaciones.




DECIMOTERCERA: Sobre la naturaleza de las competencias locales

Segtn la Ley basica de régimen local, las competencias
de las entidades locales pueden ser proplas o atribuidas por
delegacién, debiendo gestionarse en régimen de autonomia las
primeras, y siendo admisible un clerto nivel de controles por

parte de la entidad delegante en el caso de las segundas.

Debido al valor preeminente que tiene la autonomia en
nuestro ordenamiento, debemos entender que =i la Ley que
define las competencias no dispone expresamente que son

delegadas, seran siempre propias.

Ahora bien, no es posible definir -ni por su
naturaleza, ni por mandato constitucional, ni por disposicién
expresa de la legislacién Dbésica de régimen local-
competencias que, a priori, deban ser proplas o, en cambio,
delegadas; por lo tanto, la naturaleza de proplas o delegadas
de 1las competencias locales es algo que puede decidir

discreclionalmente en cada caso el legislador sectorial.

Con ella, el legislador sectorial puede burlar de hecho
la autonomia que ha de proteger a los entes locales en el
ejercicio de sus competencias propias, pues si al hacer
efectivo el derecho de los entes locales de participar en la
gestién de los asuntos incluidos en el articulo 25.2 de la Ley
basica de régimen local, el legislador sectorial lo hace
definiendo competencias delegadas  ~cosa perfectamente
posible-, resultard admisible la existencia de controles

administrativos en el ejerciclo de estas competencias.

Parecldas consideraciones pueden hacerse con la figura
de la asignacién de competencias, si blen en este caso con
efectos aitn mAs lesivos para la autonomia local, totalmente

desprotegida ante la eventual utilizacién de esta técnica.
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Por otra parte, de la institucién de la autonomia local
tal como estd definida en nuestro ordenamiento juridico, no se
deduce la necesidad de que las competencias locales lo sean a

titulo de exclusivas.

Sin  embargo, una clerta  exclusividad de las
competencias si que se deriva del principio de seguridad
Juridica, que impone una imputacién cierta de todas aquellas
competencias y responsabilidades pablicas de cuyo ejercicio
pueda depender la efectividad de los derechos y libertades de

los ciudadanos.

Por lo tanto, hemos de entender que todas aquellas
competencias definidas con el suficiente grado de concrecién a
favor de los entes locales son en principio exclusivas, a no
ser que por Ley se prevea un sistema ordenado de sustitucién,

suplencia o simple concurrencia.

La Ley reguladora de las bases del régimen local
concreta la exclusion constitucional de controles
administrativos -al menos, de los genéricos o indeterminados-
sobre la actividad local en una practicamente absoluta
judicializacién de los mecanismos a usar para controlar los

actos y disposiciones emanados de las entidades locales.

Ahora bien, junto a esta casi absoluta judicializacién
de los controles "a posteriori" sobre la actividad local, la
Ley reguladora de las bases del régimen local contiene también
un  largo capitulo de instituciones ©para la relacién
interadministrativa, muchas de las cuales pueden resultar
limitativas para la autonomia en el ejercicio de las

competencias locales,

Para empezar, aunque formalmente inocuas desde el punto
de vista de la autonomia local, las mismas instituclones de la

cooperacién y la participacién en organos de colaboracién



pueden implicar situaciones de pérdida de autonomia. Ello es
asi en el caso de la cooperacién, porque con las subvencionee
finalistas puede condicionarse la actividad local que se acoja
a las mismas. Por su parte, la presencia de representantes
locales en érganos de colaboracién puede servir de pretexto
para vaciar competencias locales, respetando la obligada
participacién -que ya no seria decisoria- de los entes locales

en la gestién de los asuntos de que se trate.

En segundo lugar, si que permite directamente una
limitacién de la autonomia local en el ejercicio de sus
competencias la figura de la coordinaclién de las competencias
locales por parte del Estado o de las comunidades auténomas,
por mias que la Ley bésica sujete la coordinacién a rigurosos

limites,

MAs lesiva puede ser para las competencias locales la
técnica de relacién interadministrativa que permite a las
administraciones estatal o sutondmica el ejercicio supletorio
de las mismas, a costa de la entidad local afectada, y, mas
atn, la que permite integrar la participacién local en la
gestién de determinadas materias en procedimientos complejos,
que resuelven la administracion del Estado o la autonémica que

corresponda,

En consecuencia, la posible aplicacién de las técnicas
de relacién interadministrativa comentadas, hace que convenga
relativizar la titularidad de competencias por parte de las

entidades locales.

Adn en el caso de las competenclas propilas, el
ejercicio auténomo de las mismas puede estar condicionado por
relaciones de cooperacién, puedé estar subordinado a planes de

coordinacién, y se le puede sustraer a la entidad local la

potestad decisoria.
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Y ello sin teper que recurrir a la también posible
definicién de las competencias locales como delegadas, en cuyo
caso se podrian incrementar las medidas de control sobre su

ejercicio,

DECIMOCUARTA: Las competenclas locales en 1la legislacién
sectorial del Estado

Analizada la legislacién del Estado, promulgada en el
marco constitucional vigente, reguladora de sectores en los
que, segin el articulo 25.2 de la Ley reguladora de las bases
del régimen local, se ha de asegurar la definicién de
competencias municipales, puede constatarse que la mayoria de
estas leyes cumplen con la citada previsién de la Ley basica,
pues reconocen un minimo de competencias locales en la

respectiva materia o sector.

Ahora bien, si entramos a valorar la naturaleza de las
competencias que se definen a favor de los entes locales por
parte de estas leyes sectoriales, y los mecanismos que se
prevén  en las mismas para regular las relaciones
interadministrativas, llegamos a la conclusién de que en la
mayoria de casos las leyes estudiadas prevén técnicas de
control de las administraciones estatal o avtonémicas sobre
las locales, tacnicas que en ocasiones incumplen los minimos
requisitos de garantia de la autonomia local previstoz el la

Ley reguladora de las bases del régimen local.

Por otra parte, en muchos casos es tal la ambigiiedad de
la ley sectorial en la definicién de competencias locales, que
nada afiade en este sentidota’las genéricas previsiones de la

Ley reguladora de las bases del régimen local.
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En definitiva, wvarias de las leyes sectoriales del
BEstado analizadas incumplen las previsiones de autonomia local
y de definicién de un Ambito preciso de competencias locales,
de la Ley reguladora de las bases del régimen local. Ello no
supone la inconstitucionalidad de estas Leyes, pues, al ser de
su mismo rango, no estan vinculadas por la Ley basica. Lo que
si significa este fenbémeno es que, por 1o general, el
legislador sectorial es menos genernso con las entidades

locales que el legislador de régimen local.

Por lo tanto, para conseguir un mejor trato en las
leyes sectoriales para la autonomia y las competencias
locales, lo que procede es buscar vias de sensibilizacién del
legislador sectorial acerca de la ldoneidad de los entes

locales para cumplir muchas de los fines pablicos previstos en

la leyes.






